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Todos vemos con enorme preocupación cómo los 
delincuentes y criminales se organizan cada vez 

mejor, cuentan con sofisticados sistemas y 
armamentos, mientras que nuestras autoridades 

dan palos de ciego, pues nuestro sistema penal 
se encuentra completamente desorganizado y 

fraccionado con lo que se da toda clase de 
ventajas a los delincuentes de todos niveles 

y clases, por lo que sería más que aconsejable que 
se hiciera una reforma constitucional para 

concentrar el sistema penal, incluyendo 
seguridad pública, penitenciarías y reclusorios, 

para estar al nivel de las exigencias que la 
criminalidad ha impuesto a México.

En múltiples ocasiones nos hemos referido a 
diversos temas de derecho, sin que en ninguna de ellas 
incursionáramos en el ámbito del derecho penal. De 
todo el espectro de normas que nos regulan, las que 
corresponden al derecho penal son las más riguro- 
sas y severas del mundo del derecho, pues establecen 
las sanciones que se deberán aplicar a quienes incurran 
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en las conductas más bajas y degradantes de la vida en 
sociedad, es decir que los delitos que catalogamos en los 
códigos penales son las conductas más reprochables que 
podemos encontrar, y por lo mismo, son las que tienen 
las sanciones más severas que se pueden aplicar, mismas 
que en general son de carácter corporal.

Así es, los valores que tenemos establecen una 
jerarquía prácticamente universal, que tanto los musul-
manes, cristianos, budistas, y cualquier otro respetan y 
consideran en el mismo orden, encabezando éste la vida, 
luego la integridad física, la libertad, y finalmente, las 
propiedades, de tal suerte que las sanciones más seve-
ras en cualquier sistema jurídico son penas de muerte, 
para luego pasar a mutilaciones, privación de la libertad 
y finalmente multas.

Consecuentemente, cuando cometemos una con-
ducta ilícita que se encuentra sancionada por el derecho 
penal, nos estaremos enfrentando a esta clase de san-
ciones, mientras que si cometemos una falta de carácter 
administrativo o civil, únicamente nos penalizarán con 
una multa o algún castigo de índole económica.

En efecto, las deudas o incumplimientos de 
carácter civil, mercantil, laboral o administrativo, 
únicamente nos traen como consecuencia sanciones 
de carácter económico, que eventualmente se pueden 
traducir en arrestos por no pagar o satisfacer las mul-
tas que se nos impongan, pero cuando transgredimos 
cualquier norma del orden penal, entonces sere- 
mos sancionados mayormente con penas corporales, 
dada la preponderante antisociabilidad de la conducta 
realizada con lo que consecuentemente se debe segregar 
de la propia sociedad al infractor de las normas que 
rigen la convivencia en común.

Anteriormente nos referimos al “contrato social”, 
mediante el cual todos los miembros de una sociedad 

conferimos al gobierno la facultad de imperio para or-
ganizarnos y prevenir que cualquiera de sus miembros 
abuse de su fuerza física o de cualquier otra índole sobre 
los demás miembros de la comunidad, y así defender 
a los más débiles de los poderosos instaurando una 
supremacía del estado para que prive la equidad entre 
los miembros de la sociedad.

Continuando con la aplicación de dicho contrato 
social, debemos entender que el derecho penal tiene 
por objeto sancionar las más bajas conductas de los 
miembros de cualquier sociedad considerando la seve-
ridad de los castigos que conllevan, los cuales se deben 
ceñir a la clase de faltas cometidas, y especialmente 
a la repetición que de las mismas se dé, amén de la 
reprochabilidad de éstas conductas.

Así, los gobiernos, ejerciendo sus facultades de 
imperio, establecen las penas con que serán castigados 
los delitos, aplicando criterios de política criminal que 
se atienen al bien jurídicamente protegido por cada  
tipo de pena, y la incidencia de cada delito para así 
señalar penas más o menos severas, aunque lo anterior 
pierde completamente vigencia cuando las penas no 
se aplican, pues precisamente el aspecto intimidador 
de las mismas depende completamente de que en 
realidad le impongan veinte o cuarenta años de cárcel 
a quien comete un asesinato, lo que desafortunada-
mente en México no acontece.

En efecto, cuando en un país o en un determinado 
territorio se cometen muchos delitos de la misma clase, 
como ahora ocurre en la república mexicana con los de 
narcotráfico y homicidios relacionados con el crimen 
organizado, la política criminal indica que se de- 
ben aumentar la penas para que éstas tengan un efecto 
intimidatorio en la población que está cometiendo 
dichos delitos, pero llegamos al extremo de que a los 
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centraría los esfuerzos de las autoridades en el combate 
al crimen, además se fortalecería también el sistema 
penitenciario al mejorar la seguridad y calidad de los 
reclusorios, depurándose el interior de los mismos y 
liberando a quienes ahora se encuentran recluidos 
por los ineficientes procesos que se ventilan a nivel 
local, o bien por legislaciones absurdas que existen en 
varios estados, y, por qué no, quizá algún día alcanzar 
la utópica readaptación social de los delincuentes.

Mucho se ha hablado de unificar las policías, pero 
creo que el momento impone a nuestro país que se cen-
tralice todo el sistema penal mexicano mediante una 
reforma amplia y eficiente que no sería más complica- 
da que las de telecomunicaciones, energía, y otras tantas 
que se están llevando a cabo, o ¿existe algún interés 
para no hacerlo?

delincuentes no les importa si el delito 
que están cometiendo se castiga con 
cuarenta, cincuenta o mil años de pri-
sión, pues saben que seguramente las 
autoridades no podrán aprehenderlos, 
y en caso de que lo hagan tienen una 
buena probabilidad de que durante el 
proceso se desvirtúen las pruebas que 
generalmente no recaban correcta-
mente nuestras autoridades, o bien que 
también mediante sobornos y cohechos 
puedan corromper a ministerios públi-
cos o a jueces, lo que se traduce en una 
especulación muy favorable para los de-
lincuentes que trastoca completamente 
las teorías de política criminal.

Otro factor negativo está en tam-
bién mantener “cohabitando” un có-
digo penal federal con otros treinta y 
dos códigos penales locales, lo que además de hacer  
más confusa la aplicación de las leyes penales al facili-
tar amparos y recursos legales para evadir la acción de 
la justicia, también atomiza a las policías, ministerio 
público y jueces, con lo que se diluyen los esfuerzos 
que se pueden llegar a hacer para combatir el crimen. 
En este orden de ideas, sería muy conveniente que la 
legislación penal se volviera exclusivamente federal, 
para así concentrar las facultades legislativas en un sólo 
poder, uniformar el catálogo de delitos y sus respectivas 
penas, y facilitar la aplicación de los mismos al siste-
matizar a nivel nacional el código de procedimientos 
penales, y concentrar policías municipales, estatales y 
federales en una única organización.

El unificar y centralizar un sector del derecho tan 
importante para una nación como lo es el penal, con-


